
 

PEP MANIFIESTA PREOCUPACIÓN POR REPRESIÓN CONTRA PERSONAS DEFENSORAS DE 
DERECHOS EN ESPINAR, CUSCO, PERÚ 

29 de julio de 2020 

La Plataforma Europa Perú (PEP) manifiesta su preocupación por los hechos ocurridos en la provincia de 
Espinar, Cusco, a raíz de las protestas de las comunidades aledañas al proyecto minero de Antapaccay, quienes 
vienen sufriendo los impactos negativos de la minería en la zona por casi 40 años y que actualmente están 
pasando por una crisis excepcional tras la pandemia de Covid-19.  

Según informes, el 15 de julio, dirigentes de las comunidades de Espinar llamaron a un paro indefinido debido 
a la negativa de la empresa multinacional anglosuiza Glencore a aportar un monto económico individual de 
S/1000 a la población por la crisis económica resultante de la pandemia1. Para la población, ese monto 
formaría parte de los compromisos que la empresa ha asumido a través del Convenio Marco, que fue firmado 
por la minera (en aquellos entonces BHP Billiton) y las comunidades aledañas y la provincia de Espinar en el 
año 2003.  

De acuerdo con información recibida, la fuerza policial y militar ha intentado detener las protestas haciendo 
uso de bombas lacrimógenas y perdigones, lo que provocó la quema de pastos y el incendio de la casa de 
bombeo, ubicada en la zona de Camaccmayo. El 24 de julio, también hubo reportes de un enfrentamiento entre 
agentes policiales y un grupo de jóvenes que se encontraba en la entrada del distrito de Yauri. Los efectivos 
utilizaron perdigones, armas de fuego y bombas lacrimógenas resultando heridos 5 manifestantes, evacuados 
al Hospital de Espinar. Dos de ellos serían menores de edad, 17 y 16 años, respectivamente. La doctora Gloria 
Cárdenas Alarcón, del hospital de Espinar, reportó que 3 personas heridas sufrieron impactos de proyectil de 
arma de fuego y que ella misma está sufriendo hostigamiento por parte del sistema de justicia por denunciar 
estos hechos; según informes, ha sido citada por la fiscalía y tres policías se presentaron en su centro de 
trabajo. 

En este contexto, la situación de las mujeres defensoras de derechos humanos resulta de especial 
preocupación. Las actividades mineras en la zona han tenido efectos muy adversos para las poblaciones 
aledañas, que sufren las consecuencias de la contaminación de metales pesados en sus cuerpos y en el agua 
que consumen o usan para actividades agrícolas2. Las mujeres han sufrido particularmente los impactos 
negativos de la minería, tanto en temas de salud, alimentación, trabajo y economía. Por ello, son ellas las que 

 
1 La pandemia del Covid-19, ha afectado a 48 trabajadores de Glencore, quienes han seguido operando durante la emergencia a 

pesar de no ser una actividad esencial, lo que ha impactado a pobladores de Espinar quienes viven en su mayoría de la actividad 
agropecuaria, pequeño y mediano comercio y servicios.  

2 Se han registrado 506 personas de 6 comunidades aledañas a la explotación minera de los cuales el 100 % se encuentran con 
niveles biológicos detectables de metales tóxicos; afectación a la producción agrícola y pecuaria, incremento de la mortandad de 
animales; la contaminación de los ríos Cañipía y Salado, los polvos del transporte minero y las explosiones de sus operaciones. 



en su mayoría han salido a protestar y se han visto más afectadas por abusos de las fuerzas policiales, 
habiéndose reportado en medios locales y redes sociales denuncias de agresiones físicas y violencia sexual.  

Como instituciones y redes que promovemos el ejercicio y la defensa de los derechos humanos, rechazamos 
todo acto de hostigamiento y criminalización de la protesta social. El pasado 6 de julio, el Tribunal 
Constitucional de Perú publicó una sentencia histórica reconociendo el derecho a la protesta como un principio 
fundamental y un derecho en sí mismo.3 La PEP acoge con gran satisfacción esta sentencia y exhorta a las 
autoridades en el Perú a que se abstengan de utilizar el sistema de justicia para fines coyunturales, como ocurre 
actualmente en contra de las y los líderes y dirigentes sociales de Espinar. Al respecto, hemos tomado 
conocimiento sobre disposiciones de investigación de la fiscalía por delitos que no se han cometido4, sin 
investigar las causas de la protesta social y las demandas de Espinar. Hay que recordar que las investigaciones 
fiscales han sido reiteradamente utilizadas en Espinar y en otros casos con el objeto de obstaculizar las 
actividades de líderes y personas que trabajan por la defensa de los derechos humanos.  

Asimismo, mostramos preocupación ante el inicio de una campaña de desprestigio contra las y los líderes 
sociales de Espinar; así como el hecho que la empresa haya iniciado una fuerte campaña mediática con una 
propuesta paralela denominada “Reactiva Espinar”, que en lugar de facilitar el diálogo provocan y generan 
malestar en medio de un paro indefinido. 

Derechos Humanos sin Fronteras, Red Muqui, CooperAcción y la Coordinadora Nacional de Derechos 
Humanos, a través de diversos canales, han hecho un llamado al diálogo e invocado a las instancias 
correspondientes a garantizar la protección de los derechos humanos. Asimismo, la PEP da la bienvenida a los 
esfuerzos por reiniciar el diálogo a través de la formación de un grupo de alto nivel para discutir temas 
fundamentales para la población de Espinar. Es importante señalar que hay una agenda histórica pendiente a 
resolver en Espinar, como son la revisión y reformulación de un nuevo convenio marco, atender los impactos a 
la salud y el medio ambiente en las comunidades, la omisión de la consulta previa en los proyectos de 
Antapaccay y próximamente Coroccohuayco, entre otros temas.  Por ello, confiamos que este diálogo tome en 
cuenta estos pendientes y cumpla con los requisitos que se requieren para ser exitoso, incluyendo garantías 
para que sea un diálogo horizontal y participativo.  

Ante lo mencionado, y en cumplimiento de las recomendaciones que el Relator de la ONU sobre la situación 
de personas defensoras hizo en enero de este año, en su visita a Perú, instamos a las autoridades peruanas a: 

- que cesen los actos de criminalización de la protesta social y de hostigamiento contra defensoras y 
defensores de derechos humanos. Además, que se investiguen las violaciones de derechos humanos 
cometidas por las fuerzas del orden público y se garanticen los derechos humanos de las personas 

 
3 https://idl.org.pe/tribunal-constitucional-reconoce-por-primera-vez-el-derecho-fundamental-a-la-protesta/ 
4 El 15 de julio han sido notificados 8 dirigentes de las principales organizaciones de Espinar: Comité de Lucha de Espinar, 
Frente Único de Defensa de los Intereses de Espinar (FUDIE) y Construcción Civil Espinar, en vía de prevención del delito 
por el Ministerio Público por la “comisión de delito contra la Administración Pública, en la modalidad de Resistencia o 
desobediencia a la Autoridad, tipificado en el artículo 368° del CP, en agravio del Estado” que tiene un claro objetivo de 
amedrentamiento, criminalización y desmovilización. 

 



defensoras, en especial su derecho a defender derechos, su derecho constitucional a la protesta, y la 
protección integral por su labor como defensores/as de derechos humanos ambientales. 

- que dispongan la creación de un equipo encargado de investigar de manera inmediata actos de 
violencia de género física y sexual en agravio de mujeres defensoras, por parte de personal policial, 
militar, seguridad privada o trabajadores de la empresa, en el marco de intervenciones a vehículos en 
la zona y medidas adoptadas por el Estado para mitigar la movilización. 

- que se redoblen los esfuerzos para resolver el conflicto de manera pacífica en esta parte de la región 
Cusco, una zona donde el derecho a la salud y la vida y el derecho a un medio ambiente sin 
contaminación han sido sistemáticamente vulnerados por parte de la minera Antapaccay, perteneciente 
a la compañía Glencore.  

- finalmente, que el compromiso de iniciar un diálogo por el gobierno y la población se realice de 
manera pronta y efectiva, sin demoras, como ha sido el caso el último lunes, cuando el diálogo se 
canceló a último momento por funcionarios del gobierno nacional, lo cual solo genera más 
desconfianza en la población local. 
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(España) 
- Asociación Putumayo (Bélgica) 
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- Kampagne “Bergwerk Peru – Reichtum geht Armut Bleibt”,  
  Campaña Perú País Minero (Alemania) 
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